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				INTRODUCCIÓN. EL “MOMENTO GADITANO”: UNA APROXIMACIÓN CRÍTICA EN TIEMPOS BICENTENARIOS

				El libro que el lector tiene en sus manos tiene su origen en la idea de organizar un coloquio que cumpliera con dos objetivos fundamentales. El primero, que fuera capaz de dar una idea de cuál era el “estado de la cuestión” respecto a Cádiz y el mundo hispánico cuando se cumplían doscientos años de la promulgación de la Constitución de 1812. El segundo, debatir algunos temas que, en el contexto bicentenario que se inició en Iberoamérica en el 2008, se pueden considerar sobresalientes, particularmente “problemáticos” o con un calado historiográfico que los hace, digamos, “imprescindibles” (en la medida en que puede serlo un tema académico). En conjunto, el objetivo era dar una visión crítica y lo más amplia posible, desde la perspectiva de la historia política e intelectual, sobre ese momento histórico, político e ideológico al que me he referido en más de una ocasión como “el momento gaditano”. Con las dos finalidades mencionadas en mente y con el invaluable apoyo de El Colegio de México, de la Cámara de Diputados de México y de la Embajada de España, organicé un coloquio en el que se dieron cita veinticinco académicos de diez países en la Ciudad de México durante la primavera del 2012.[1]

				Esta breve introducción no pretende dar cuenta de los veinte artículos que integran este libro; sus autores, los seis apartados en los que está dividido y los títulos de cada uno de los textos son elementos que me parecen más que suficientes para que los lectores sepan lo que pueden esperar de ellos. Lo que me propongo en estas líneas es dar una idea de lo que Cádiz representa actualmente en el mundo académico occidental y de los temas que son los predominantes hoy en día o están en vías de serlo desde una perspectiva político-intelectual.[2] Una visión panorámica de esta naturaleza incluye temas como las revoluciones atlánticas, la “novedad” que implicó la Constitución de Cádiz en diversos ámbitos y las ideologías predominantes en el mundo hispánico durante el primer cuarto del siglo XIX. Asimismo, el presente libro incluye colaboraciones sobre regiones concretas y temas políticos específicos. Sobra decir que era casi imposible abarcar todas las regiones del Imperio Español en América, pero no está de más apuntar que, por motivos que tienen que ver no sólo con el país en donde tuvo lugar el evento, cinco textos centran su atención en la Nueva España, el virreinato más importante de ese imperio (dicho de otro modo, algunos de estos cinco textos ponen sobre la mesa aspectos que yo denominaría “de amplio espectro”).

				Se puede decir que los puntos más altos de los bicentenarios hispánicos están detrás de nosotros. Los bicentenarios del inicio de la guerra contra Napoleón (2008), del comienzo de los procesos emancipadores hispanoamericanos (2010, en lo que ahora son cinco países de América Latina: Venezuela, Argentina, Colombia, México y Chile) y de la promulgación de la Constitución de Cádiz (2012) han quedado atrás. En el caso español, habrá que esperar hasta 2020 (el bicentenario del inicio del Trienio Liberal) para que tengamos conmemoraciones similares a las de 2012. En el caso latinoamericano, por el contrario, si bien en ningún momento se alcanzarán las cuotas bicentenarias de 2010 en términos regionales, a escala nacional el bicentenario será un proceso casi ininterrumpido hasta 2030. Esto es así porque prácticamente no habrá un año de aquí a entonces en el que no se conmemore en algún país de la región una declaración de independencia, la muerte del algún prócer, una batalla más o menos decisiva, la promulgación de una constitución o el logro efectivo de la independencia. Si fijo el año final en 2030 es por dos razones: porque doscientos años antes se desintegró la llamada por los historiadores “Gran Colombia” y porque también en ese año murió Simón Bolívar. Con él mueren de alguna manera los sueños y avatares independentistas de la América española y se pasa de lleno a la etapa postindependiente.[3] Estas conmemoraciones, como ya mencioné, no serán de la amplitud o magnitud de las que tuvieron lugar durante 2010, pero lo cierto es que América Latina seguirá viviendo en “clave bicentenaria” durante varios lustros más. 

				Más allá de los oportunismos de todo tipo que acompañan toda conmemoración, creo que la academia latinoamericana puede aprovechar estos años para seguir profundizando en la extraordinariamente compleja y azarosa historia del primer cuarto del siglo XIX hispanoamericano. Además, puede también aprovechar la mayor receptividad histórica que habrá en las sociedades de la región sobre esta etapa de la historia de América Latina para hacer más y mejor divulgación histórica (una asignatura pendiente en la región en términos generales, sobre todo, quizás, respecto a un periodo tan “sensible” como lo es, por razones evidentes, la etapa emancipadora).

				El buen momento que vive la historiografía sobre el mundo hispánico de la llamada “era de las revoluciones” va mucho más allá de los bicentenarios. De hecho, se puede decir que buena parte de la avalancha editorial bicentenaria que hemos vivido desde hace más de un lustro sobrevivirá poco más allá de su fecha de publicación. Mucho más importantes, desde mi punto de vista, son las transformaciones que ha experimentado la historiografía occidental desde principios de la década de 1990. Me he ocupado de esta cuestión en otro lugar, pero quizás valga la pena resumir algunas de estas transformaciones, sobre todo las que afectaron en mayor medida el ámbito historiográfico que más nos interesa en este libro: el político-intelectual.[4] De entrada tenemos lo que, con la ambigüedad que siempre conlleva en la historiografía el término “nueva”, se denomina “nueva historia política”. No entro aquí en la prácticamente irresoluble cuestión de cuándo empieza esta “nueva” historia, lo que me interesa aquí es hacer notar que, independientemente de su fecha de inicio, esta historia conlleva concederle a ciertos aspectos de la historia social y de la historia cultural un papel y un peso que la historia política no les había concedido antes. A estas alturas, esto podría parecer una perogrullada, pero lo cierto es que muchas de las preocupaciones y de los temas de la historia política de las revoluciones hispánicas tal como se practica actualmente tienen una impronta sociocultural que hace un cuarto de siglo era inexistente o, por lo menos, recibía escasa atención (pienso, por ejemplo, en temas como la opinión pública, la ciudadanía, las elecciones, las sociabilidades o el mundo de la imprenta y, junto con él, el mundo de la lectura, su transmisión y recepción). 

				Como es bien sabido, el principal responsable del peso que tienen estos temas en la actualidad en lo que respecta al estudio de las revoluciones hispánicas es François-Xavier Guerra. Su prematura muerte en 2002 nos privó de las que seguramente hubieran sido nuevas aportaciones a dicho estudio. La obra de Guerra, sin embargo, también ha tenido algunas consecuencias que podrían considerarse “cuestionables”.[5] Dejo de lado el peso excesivo que le otorgó al concepto modernidad como herramienta heurística en su agenda de investigación (aunque es cierto que fue matizando esta noción con el paso del tiempo), pues no son pocos los analistas que han señalado esta cuestión. Otro aspecto que también puede considerarse una consecuencia del influjo de la obra de Guerra y pese a algunas manifestaciones aisladas en contrario, es que el tipo de temas que él enfatizó ha llevado a otorgarle a los aspectos “consensuales” del primer cuarto del siglo XIX en el mundo hispánico un espacio que, en la actualidad, me parece excesivo. Por “consensuales” entiendo aspectos como los mencionados al final del párrafo anterior, los cuales tienden a disminuir, nolens volens, la importancia de aspectos que fueron determinantes durante dicho periodo: la fuerza, la guerra, la violencia. A estas alturas resulta innegable que era importante prestar atención a los temas privilegiados por Guerra, pero después de dos décadas de que la historiografía sobre las revoluciones hispánicas ha evolucionado bajo su “paraguas temático”, creo que también es importante no soslayar aspectos que, durante la etapa bajo estudio y como resulta evidente en tiempos revolucionarios, tuvieron un enorme peso sobre los acontecimientos. Debo precisar que esta “llamada de atención” no responde a las críticas que se han hecho a Guerra y a otros historiadores políticos por haberse olvidado de las “clases populares” durante el periodo emancipador.[6] Mi preocupación es que la “deriva consensual” que es posible percibir en algunos historiadores políticos dedicados a este periodo (entre los que me incluyo), ha provocado que perdamos de vista, o por lo menos subvaloremos, aspectos del mismo que, insisto, son insoslayables para entender cabalmente lo acontecido en el mundo hispánico entre 1808 y 1830 (por supuesto en esto, como en todo, hay excepciones).

				Además de las implicaciones que ha tenido la “nueva historia política” sobre el estudio de la revolución hispánica, la historiografía occidental de los últimos lustros ha sufrido otras transformaciones que han incidido sobre el estudio del mundo hispánico durante el primer cuarto del siglo XIX, sobre la manera de acercarse a él y sobre los contextos geográficos y cronológicos desde los cuales es visto en la actualidad. Pienso sobre todo en la historia atlántica (concretamente en la historiografía sobre las revoluciones atlánticas), pero también en la historia global. Si la “nueva historia política” propuesta por Guerra rebasaba por completo las historiografías nacionales (léase nacionalistas), tanto la historia atlántica como la historia global han terminado por romper en pedazos los esquemas nacionales, que durante tanto tiempo determinaron el estudio de la historia hispanoamericana durante la etapa emancipadora. En este sentido, ambas historias son un notable paso adelante y no pueden ser más que bienvenidas. Sin embargo, si el “atlanticismo” que se ha desarrollado sobre todo en el mundo anglosajón durante la última década tiene tantas virtudes como plantean algunos de sus cultivadores en lo que respecta al estudio de las revoluciones hispánicas, es algo que, en mi opinión, está por verse y que, en todo caso, merece discutirse (lo mismo se puede decir sobre el “globalismo”). Como lo expresé en otro lugar, me parece que la recepción de los planteamientos de la historiografía sobre las revoluciones atlánticas y, específicamente, del lugar que en ellas ocupa la revolución hispánica, ha sido excesivamente benevolente. Dicho de otra manera, ha carecido de una postura crítica que cuestione ciertos presupuestos “atlanticistas” y que ponga sobre la mesa las peculiaridades de un ciclo revolucionario (el hispánico) que, desde mi punto de vista, no embona o, más bien, embona problemáticamente con algunos de dichos presupuestos.[7] En todo caso, el remate que la historia atlántica ha dado a las historiografías nacionalistas es una excelente noticia para la academia latinoamericana, pues debiera resultar evidente, para los historiadores de la región en primer lugar, que un acercamiento “por país” a la historia político-intelectual de la América española del primer cuarto del siglo XIX no tiene mucho sentido.

				Existen otros motivos para explicar el lugar que ocupan las revoluciones hispanoamericanas de independencia en la academia occidental contemporánea. Me refiero a ciertos desarrollos teóricos y metodológicos que tienen su progenie en Europa y los Estados Unidos hace más de cuatro décadas, pero que tienen poco tiempo de haber llegado a los centros académicos latinoamericanos. Pienso específicamente en la historia conceptual y en la historia de los lenguajes políticos. La primera ha llegado, sobre todo, de la mano de Javier Fernández Sebastián (concretamente de su Diccionario político y social del mundo iberoamericano) y la segunda de la obra de Elías Palti (sobre todo de su libro El tiempo de la política).[8] Estos dos enfoques, que cualquier historiador que se ocupe actualmente de la etapa emancipadora haría mal en ignorar, traen consigo una serie de aspectos metodológicos que me parecen de la mayor relevancia. Destaco sólo tres de ellos: el peso que le otorgan a la teoría (entendida, básicamente, como el hecho de poner en cuestión y discutir los presupuestos bajo los cuales se desarrolla el quehacer historiográfico); el cuidado que ambas corrientes conceden a los contextos históricos (esencialmente lingüísticos, pero no solamente) y, como consecuencia del punto anterior, la renuencia a utilizar los términos y los conceptos políticos de manera “presentista”, es decir, descontextualizadora (que es la manera en que, con notables excepciones, la historiografía latinoamericana ha tendido a utilizar los términos políticos, sobre todo tal vez los de la etapa emancipadora). Aunque sólo fuera por estos tres motivos, creo que tanto la historia conceptual como la historia de los lenguajes políticos deben ser bien recibidas por la academia latinoamericana. Esto no quiere decir, por supuesto, que todos los historiadores de la región deban “adoptarlas”; lo que estoy sugiriendo es que hay que conocerlas, prestar atención a sus planteamientos centrales y reflexionar sobre qué es lo que cada quien puede extraer de ellas para su campo de investigación. Más allá de lo que podrían considerarse “excesos teoréticos” de algunos de sus cultivadores, creo que las dos corrientes mencionadas pueden contribuir a hacer más riguroso el estudio del primer cuarto del siglo XIX en el mundo hispánico (o, para el caso, el estudio de cualquier periodo de la historia española o hispanoamericana).[9]

				Como los lectores podrán comprobar, varios de los aspectos mencionados hasta aquí surgirán, bajo distintos ropajes, en las páginas de este libro. En el primer apartado del mismo, José María Portillo, Gabriel Paquette y Tomás Pérez Vejo nos darán los elementos para ubicar la historiografía gaditana dentro del escenario académico contemporáneo y para conocer el estatus del documento gaditano respecto a un tema tan importante como lo es la “dicotomía” nación / imperio. En el segundo, Federica Morelli, José Antonio Aguilar y Natalia Sobrevilla harán planteamientos diversos (y divergentes) sobre Cádiz desde la perspectiva atlántica. En el tercer apartado, Carlos Garriga, Beatriz Rojas, José Antonio Serrano y Alfredo Ávila exploran una de las discusiones que más atención ha recibido en los últimos años (sobre todo desde el enfoque de la historia jurídica) y que se podría resumir en la siguiente pregunta: ¿qué tanto hay de nuevo en la Constitución de Cádiz y qué tanto incidió sobre uno de los territorios en los que se aplicó (la Nueva España)?[10]

				En el cuarto apartado, Jordana Dym, Daniel Gutiérrez Ardila y Marcela Ternavasio se ocupan respectivamente de Centroamérica, Nueva Granada y el Río de la Plata en tiempos revolucionarios; abordando cada territorio desde preocupaciones y cronologías distintas. Enseguida, en el quinto, Marco Antonio Landavazo, Jaime Olveda y Moisés Guzmán Pérez se concentran en el caso novohispano para poder sacar a la luz ciertos aspectos críticos respecto a la obra de Guerra y, sobre todo, respecto a planteamientos de algunos historiadores que hemos otorgado un peso notable a Cádiz al interpretar la primera etapa de las emancipaciones hispanoamericanas (no solamente la novohispana). Por último, en el apartado final, Rafael Estrada Michel, Gregorio Alonso, Andréa Slemian y Juan Luis Ossa se ocupan, desde distintas perspectivas (dos de ellas de naturaleza biográfica), de las tres ideologías más importantes durante el primer cuarto del siglo XIX en el mundo ibérico (pues la contribución de Slemian se refiere a Cádiz y al Imperio brasileño): el monarquismo, el liberalismo y el republicanismo. 

				Respecto a estas tres ideologías, conviene apuntar, en primer lugar, que, por razones históricas seculares y pese al acendrado republicanismo de las historiografías nacionalistas hispanoamericanas, el monarquismo no tuvo nada de excéntrico durante el periodo emancipador (como lo prueban los casos de Miranda, San Martín, Bello, Henríquez, Belgrano, Rivadavia e Iturbide, entre otros).[11] En segundo lugar, también conviene tener presente que el monarquismo y el liberalismo nacieron de la mano en el mundo hispánico decimonónico (con la Constitución de Cádiz). En tercero y último, el liberalismo y el republicanismo compartieron durante el periodo emancipador lo que he denominado en otro lugar una “compatibilidad profunda” frente al Antiguo Régimen, lo que los acerca mucho más en términos ideológicos, constitucionales e institucionales de lo que han planteado algunos historiadores recientemente.[12]

				Como se deprende de los últimos párrafos, el presente libro cubre muchos aspectos de lo que representó en la historia del mundo hispánico la Constitución de Cádiz. Sin embargo, como lo reflejan bien muchos de los textos incluidos y como conviene no perder de vista, la importancia de Cádiz va mucho más allá de los 384 artículos que integran el documento constitucional. Con todas las reservas que se quieran aducir y con todo el “tradicionalismo” con que se quieran revestir tanto al primer liberalismo español como las independencias hispanoamericanas, el “momento gaditano” fue una revolución de las ideas, de la imprenta, de la opinión pública, de la representación y de la cultura política; en suma, de lo político. Una revolución que, por cierto, en el ámbito específicamente constitucional rebasó al mundo hispánico (como lo muestra su presencia e influjo en, por lo menos, Portugal, Italia y Rusia). 

				Ahora bien, cuando me refiero al “momento gaditano” no pretendo darle a Cádiz un lugar en la historia hispanoamericana que, como ya señalé, fue sin duda exagerado por algunos historiadores españoles durante las conmemoraciones bicentenarias (aunque la tendencia a ciertas “generalizaciones metropolitanas”, por llamarlas así, vienen de lejos en algunos casos). Las “limitaciones” del documento gaditano vis-à-vis la América española han sido puestas de manifiesto suficientes veces en los últimos años, sobre todo por historiadores latinoamericanos, como para insistir aquí en ellas. Además, pese a lo evidente que debiera ser, conviene repetir que el influjo de la constitución gaditana fue mucho menor en aquellos territorios americanos en los que no fue aplicada. No sólo eso: como varios historiadores también han puesto de manifiesto desde hace tiempo, la Constitución de 1812 es parte de una explosión constitucional que se dio en todo el mundo hispánico y, por lo tanto, también a este respecto conviene no insistir demasiado en una originalidad gaditana.[13] 

				El momento gaditano representó un impulso de transformación profunda en diversos ámbitos de la vida política, social y cultural del mundo hispánico; un impulso que, no se olvide, surge en la metrópoli. Sin este empuje el primer cuarto del siglo XIX resulta simple y sencillamente ininteligible desde una perspectiva política e intelectual. Es cierto que tal impulso se vio frustrado en la Península por el regreso de Fernando VII, pero eso no disminuye la importancia del momento gaditano desde la perspectiva de la historia intelectual, constitucional y política. Lo acontecido en el puerto de Cádiz entre 1810 y 1814 ejerció en toda la América española un influjo que fue mucho más allá de esta última fecha (si bien, insisto en este punto, de maneras distintas y con intensidades variables). Si Cádiz, con todas las reservas, matices y puntualizaciones que puedan referirse, representa uno de los principales vectores de la “modernidad política” del mundo hispánico cuando España entraba a la historia contemporánea y cuando la América española iniciaba su andadura independiente (convirtiéndose en “América Latina” alrededor de medio siglo más tarde), creo que no es mala idea acercarnos al momento gaditano con la actitud crítica que animó el coloquio del que surgió el presente libro. Aunque, soy consciente de ello, los lectores atentos podrán identificar sin dificultad las lagunas y limitaciones de este esfuerzo. 	

				En todo caso, el resultado final es consecuencia directa de la seriedad académica con la que todos y cada uno de los colaboradores asumieron no sólo su participación en el coloquio, sino también la elaboración de los textos que finalmente ven la luz (con un retraso que sólo es imputable a quien esto escribe). Por ambas cosas tengo que dejar aquí constancia de mi agradecimiento. Lo hago extensivo a los seis moderadores que participaron en el coloquio (en este mismo orden): Gabriel Torres Puga, Bernd Hausberger, Érika Pani, Carlos Marichal, Rodrigo Moreno y Catherine Andrews. No está de más dejar constancia también de dos aspectos más que me parecen dignos de mención: el animado debate que caracterizó a la reunión en su conjunto (que incidió sobre varias de las versiones finales de las ponencias presentadas) y el buen ambiente que imperó entre todos los participantes dentro y fuera de los dos recintos en los que tuvo lugar el evento (la sala Alfonso Reyes de El Colegio de México y el auditorio Aurora Jiménez de la Cámara de Diputados).

				No me resta más que dar las gracias a las tres instituciones que hicieron posible la realización del coloquio: El Colegio de México, la Cámara de Diputados y la Embajada de España en México. Concretamente, en el Colegio, a su presidente, Javier Garciadiego, y a su coordinador académico, Jean-François Prud’homme; en la Cámara, a Fernando Serrano Migallón, entonces secretario general de la misma, y a César Becker Cuéllar, entonces director general del Centro de Estudios de Derecho; en la embajada, a Manuel Alabart Fernández Cavada, quien entonces fungía como embajador de España en México, a Ignacio Martínez del Barrio, consejero cultural de la embajada y a Ana Gabán Colorado, asistente de la Consejería Cultural y de Cooperación. Por último, agradezco a la doctora Ana Covarrubias, directora del Centro de Estudios Internacionales del Colegio, a Adriana Xhrouet, a los dictaminadores del manuscrito y al Departamento de Publicaciones del Colmex su contribución para que este libro cumpliera cabalmente todos los requisitos académicos y editoriales.

				ROBERTO BREÑA

				Centro de Estudios Internacionales

				El Colegio de México

				NOTAS AL PIE

				
					
						[1]  Las cifras que proporciono incluyen a los seis comentaristas-moderadores, cuya labor fue fundamental para que el coloquio cumpliera sus objetivos. La reunión académica, titulada “Cádiz a debate: su actualidad, su contexto, su importancia y su legado” tuvo lugar los días 1° y 2 de marzo. A excepción de quien esto escribe, todos los ponentes del seminario aparecen en este libro. El motivo de mi ausencia es que las ideas centrales del texto que presenté en aquella ocasión están contenidas en el capítulo 6 de mi libro El imperio de las circunstancias (Las independencias hispanoamericanas y la revolución liberal española), que fue coeditado en el 2013 por Marcial Pons y El Colegio de México. El doctor Juan Luis Ossa, de la Universidad Adolfo Ibáñez de Chile, tuvo la gentileza de aceptar mi invitación para contribuir al libro con un texto que complementa muy bien el último apartado; esto explica que el número original de participantes en el coloquio y de colaboradores en el libro (veinte) no haya variado. 

					

					
						[2]  El énfasis en esta oración es importante: la “buena salud” de la que goza el estudio de la historia del mundo hispánico durante el primer cuarto del siglo XIX en la academia occidental contemporánea no se limita, ni mucho menos, al ámbito político-intelectual. La historia cultural y la historia social, en la medida en que pueden distinguirse con claridad, han contribuido igualmente a dicha salud. No sólo eso, sino que a menudo estos dos enfoques del quehacer historiográfico han funcionado como complementos o incluso “correctivos” del tipo de planteamientos que con relativa frecuencia hacemos los historiadores político-intelectuales (lo mismo, por lo demás, se puede decir a la inversa).

					

					
						[3]  Por supuesto, la elección de esta fecha es arbitraria, pero, además de los dos elementos mencionados, hay otros que contribuyen a hacer de ella una fecha bastante persuasiva como “punto final” de la etapa emancipadora; entre ellos, el surgimiento de Uruguay como país independiente dos años antes (1828) y el hecho de que el último intento “serio” de reconquista por parte de la monarquía española de territorios americanos (el cual, por cierto, terminó en un rotundo fracaso en las costas mexicanas), tuvo lugar apenas un año antes, es decir, en 1829.

					

					
						[4]  El texto aludido es “Pretensiones y límites de la historia. La historiografía contemporánea y las revoluciones hispánicas”, Prismas (Revista de historia intelectual), núm. 13 (2009). 

					

					
						[5]  Me ocupé de dichas aportaciones y dichas consecuencias en “Diferendos y coincidencias en torno a la obra de François-Xavier Guerra (una réplica a Medófilo Medina Pineda)”, Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura, vol. 38, núm. 1 (2011).

					

					
						[6]  Véase, por ejemplo, el artículo “Independencia sin insurgentes. El bicentenario y la historiografía de nuestros días” de Luis Fernando Granados, Desacatos, núm. 34 (sept.-dic. 2010). Críticas como ésta evidencian una clara incomodidad con el papel desempeñado por el pensamiento peninsular y por la experiencia gaditana durante la primera etapa de los procesos emancipadores americanos. Más allá de que algunos autores españoles magnificaron esta influencia (algo evidente en algunas publicaciones bicentenarias publicadas en España) y de que a este respecto existen variaciones considerables entre los distintos territorios americanos, creo que en términos generales a estas alturas historiográficas dicho papel está fuera de duda (al menos entre los historiadores más destacados que se ocupan del periodo).

					

					
						[7]  Al respecto, véase el capítulo 7 de mi libro El imperio de las circunstancias, op. cit. Para un público anglosajón, resumí mis reservas respecto al atlanticismo en el ensayito “Liberalism in the Spanish American World, 1808-1825”, en el libro State and Nation Making in Latin America and Spain, Miguel A. Centeno y Agustín Ferraro (eds.), Nueva York, Cambridge University Press, 2013. Lo expresado en ambos textos no niega ni disminuye las aportaciones que ha hecho (y seguirá haciendo) la historia atlántica en temas tan importantes para entender el primer cuarto del siglo XIX en el mundo hispánico como son la esclavitud, los intercambios comerciales y las migraciones. Creo, sin embargo, que tratándose de historia político-intelectual las aportaciones son menos claras e importantes de lo que algunos han planteado.

					

					
						[8]  El Diccionario fue publicado en 2009 en Madrid por la Fundación Carolina, la Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales y el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. Por su parte, el libro de Palti fue publicado en 2007 en Avellaneda (Argentina) por Siglo XXI Editores. 

					

					
						[9]  Expresé algunas de las reservas aludidas en “Las conmemoraciones de los bicentenarios y el liberalismo hispánico; ¿historia intelectual o historia intelectualizada?”, Ayer, núm. 69 (2008). 

					

					
						[10]  Un tema que, por cierto, puede ser menos problemático de lo que aparenta si adoptamos algunos de los presupuestos de la historia conceptual y de la historia de los lenguajes políticos.

					

					
						[11]  Esta presencia constante de propuestas y opciones monarquistas a lo largo del proceso emancipador hispanoamericano explica en parte el peso que tiene esta ideología en el apartado que nos ocupa. Como quedó dicho, en él también hacen acto de presencia el liberalismo y el republicanismo, pero contrariamente a lo que se ha planteado o sugerido con frecuencia, no existe un juego de “suma cero” entre monarquismo por un lado y liberalismo / republicanismo por otro. En el caso concreto de México, el destino político, histórico e historiográfico de Agustín de Iturbide muestra bien cómo y por qué planteamientos de ese tipo tuvieron enorme predicamento durante mucho tiempo en la historiografía nacional. Al respecto, cabe plantear que la recuperación de Iturbide que algunos historiadores mexicanos han hecho desde hace poco más de una década no ha podido evitar caer en las “sobre-reacciones” que caracterizan la evolución de la historiografía occidental desde su origen como disciplina académica a mediados del siglo XIX.

					

					
						[12]  Me ocupé de este tema en “Liberalismo y republicanismo durante las independencias americanas: un deslinde imposible”, en el libro Independencia y Revolución (Reflexiones en torno del bicentenario y el centenario IV), Jaime Olveda (coord.), Zapopan, El Colegio de Jalisco, 2012.

					

					
						[13]  Debo añadir, no obstante, que en diversos aspectos hay una originalidad indudable de la carta gaditana; entre ellos destaco solamente tres (dos a nivel occidental y uno a nivel hispánico). El primero es su nivel de “inclusividad” (la Constitución de 1812 era la más abierta que existía entonces en Occidente en términos de participación electoral). El segundo, de la mayor importancia desde mi punto de vista, es el hecho de que haya incorporado a la población indígena a la ciudadanía (algo que tampoco tenía parangón en Occidente en ese momento histórico). A nivel hispánico, se olvida o se obvia con frecuencia que la constitución gaditana fue la única de todas las promulgadas en el mundo hispánico durante el momento histórico bajo estudio que fue pensada para la totalidad de dicho mundo. En otras palabras, fue un intento por mantener la continuidad de este mundo en términos políticos (una empresa enormemente ambiciosa, aunque fallida).
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				LOS RUMBOS IMPREVISTOS DE CÁDIZ

				JOSE MA. PORTILLO VALDÉS

				Universidad del País Vasco 

				El hecho más característico del primer constitucionalismo que sucedió a la crisis de la Monarquía española de 1808 es sin duda la globalidad que mostró. No sólo en el sentido de que algunos experimentos constitucionales, como el de Cádiz, pretendieran servir como solución general para todo el espacio de la Monarquía, sino también debido a que las soluciones que se ensayaron de manera independiente compartieron una misma cultura del constitucionalismo.[1] Debe a ello añadirse además que no sólo como texto sino sobre todo como jurisprudencia constitucional hubo en esos años un constitucionalismo dinámico que cruzó en varias direcciones aquel inmenso espacio. Es en este sentido que debe verse Cádiz como un texto entre textos y entre desarrollos jurisprudenciales de su propia textualidad o de otros textos afines. Así, la experiencia gaditana empezó en Cádiz pero culminó en América, teniendo más larga vida en la Nueva que en la Vieja España.[2] 

				La historiografía producida en las tres últimas décadas ha insistido continuamente en la necesidad de entender el primer constitucionalismo del mundo hispano desde una comprensión atlántica, como una continuidad de la experiencia imperial.[3] Por decirlo así, el “discurso historiográfico público” admite que cualquiera de los experimentos constitucionales que se produjeron entre 1811 y 1826 tuvieron obviamente una relevancia nacional propia pero, a la vez, una conexión y relevancia atlántica evidentes. Lo que no ha sido explorado quizá suficientemente es el motivo por el que esto fue así. Dicho de otro modo, sabemos cómo fue la crisis desde un punto de vista de historia de las constituciones, pero no tanto los motivos por los que se presentó de aquel modo tan insospechado para el momento y no de otro más conforme a otras crisis atlánticas. 

				Si lo habitual en esas crisis que afectaron a todas las viejas monarquías atlánticas fue la incomunicación constitucional entre antiguas metrópolis y colonias, el Atlántico hispano ofreció una experiencia ciertamente distinta no sólo por el singular intento gaditano de transformar en nación católica todo el orbe de la antigua Monarquía —también católica. Aunque, contra lo que se suele afirmar con cierto entusiasmo, no fue ciertamente en Cádiz la primera ocasión en que se reunía en Europa una asamblea parlamentaria con representantes ultramarinos, sí aportó la novedad de producir una constitución que quiso combinar una dimensión imperial con la soberanía nacional.[4] Creo que la cuestión más interesante, sin embargo, no está en la constatación del hecho —que, como digo, suele vincularse a cierto entusiasmo por el pedigrí liberal español—, sino en las razones que explican por qué el constitucionalismo hispano en sus orígenes siguió estos rumbos tan imprevisibles.

				En este ensayo desearía avanzar, por un lado, algunas sugerencias respecto de esto último, es decir, los motivos por los que esta historia divergió tan claramente de las de otras crisis coetáneas y, por otro, señalar algunas de las características que hicieron de aquel primer constitucionalismo una cultura compartida incluso en los casos en que los textos de manera deliberada establecían una distinción nacional. Dicho de otro modo, retomando planteamientos que ya he tenido ocasión de presentar en otras sedes, se tratará de exponer el carácter transnacional de aquel primer constitucionalismo como una de sus más interesantes señas de identidad. 

				Antes de 1808, la Monarquía había sufrido un intenso proceso de transformación. Solemos afirmar con cierta alegría que fue la “monarquía católica” la que se liquidó con la crisis iniciada en mayo de ese año, lo que es sólo parcialmente exacto, sobre todo porque esa expresión remite a una monarquía formada a partir de su expansión y de su identificación con una razón de religión que se sobrepuso a la razón de Estado y que quiso con ella ser esencialmente antipolitique. Ésa fue la monarquía que llegó, efectivamente, hasta Westfalia y que se consolidó como “vía propia” o “española” frente a los “políticos y ateístas”. Fue una monarquía barroca que, sin embargo, ya mostraba síntomas de agotamiento en las décadas finales del siglo XVII. Sobre todo a finales del reinado de Carlos II comenzó a postularse por parte de algunos influyentes cortesanos como un entramado necesitado de una nueva mano política que, entre otras cosas, la concibiera de manera mucho más integrada.[5]

				Si fue un exceso de la perspectiva estatalista —y no menos de la nacionalista— presentar el momento del cambio dinástico de inicios del XVIII como el de los inicios del “centralismo” y de la liquidación de cualquier rastro de la monarquía compuesta, debemos, no obstante, llevar a su justa dimensión el proceso de reconceptualización de la Monarquía. Como decimos, es una tendencia que no llega como cosa “extranjera” con los Borbones, sino que es posible detectarla en proyectos cortesanos de la época de Carlos II. Me permitiré aquí únicamente un par de apuntes sobre las dimensiones de estos cambios operados con mayor intensidad al finalizar la Guerra de Sucesión Española. En primer lugar, debe recordarse que, a diferencia de lo que la historiografía española suele dar por sentado, no es algo que afecte únicamente a los reinos del entramado catalano-aragonés. América también tuvo su particular Nueva Planta que se tradujo en un largo proceso de reacomodación territorial y de intervención administrativa, no menos relevante que en los reinos peninsulares.[6] En segundo lugar, sobre todo desde la década de los cuarenta del siglo XVIII y al coincidir con el impacto de la bancarrota de 1739, la reforma del espacio monárquico tomó un sesgo claramente imperial. Como entonces dejó escrito en un influyente texto José del Campillo, se trataba de establecer como norte de las reformas “justas y necesarias” la emulación de los imperios enemigos, especialmente del inglés.[7]

				Justamente fue la fijación de un nuevo modelo, que no provenía de la tradición clásica o bíblica sino de ideas contemporáneas, la que marcó el desarrollo de un proceso que podemos calificar de “imperialización” de la Monarquía. Ésta no dejó de ser esencialmente lo que era, una monarquía católica, pero empezó a ser también otra cosa distinta. Es un proceso que se intensificó de manera notable después de la desastrosa participación tardía de España en la Guerra de los Siete Años al comprobar cuán vulnerable resultaba aquel entramado territorial separado por dos océanos. Esto lo puso en evidencia ni más ni menos que la monarquía que se estaba tomando como nuevo ejemplo y modelo de cómo se debía conformar una monarquía imperial: Inglaterra. Lo que llamaba la atención de los ministros e intelectuales de la corte de Carlos III respecto del enemigo secular de España no era la existencia de cuerpos políticos de ingleses y otros británicos trasplantados en América, sino la manera en que se beneficiaba de un sistema colonial que se articulaba en torno al comercio. Aquellos funcionarios y proyectistas soñaban con la posibilidad de combinar catolicismo con imperio comercial. Josep M. Delgado ha mostrado cómo el debate de una reforma imperial de la Monarquía entretuvo largamente a quienes de manera habitual aunaban ambas condiciones de ministros de la Corona e intelectuales.[8]

				Las reformas en el gobierno de la Monarquía que corren desde mediados de los la década de 1760 hasta comienzos del siglo XIX se quedaron sin duda muy lejos de las previsiones que hicieron algunos de sus diseñadores, como José de Gálvez.[9] Aunque ésa fuera la idea, no lograron hacer funcionar de manera efectiva la Monarquía como un imperio comercial católico. Se cruzó en medio, en primer lugar, una tradición en las formas de gobierno y, sobre todo, una suerte de Verfassung con un entramado de poderes y jurisdicciones que se mostró especialmente resistente a la implementación de reformas que implicaran cambios de profundidad.[10] En segundo lugar, anulándola completamente, una competencia que resultó del choque entre el Imperio británico en remodelación desde 1783 y el experimento imperial de la Francia republicana, que acabaría viendo en los dominios de los Borbones españoles su verdadera oportunidad de rebasar las dimensiones europeas.[11]

				A pesar de ello, los intentos de imperialización de la Monarquía no resultaron, ni mucho menos, inocuos. Creo, al contrario, que son determinantes para explicar por qué la crisis se generalizó desde un primer momento y por qué se ofrecieron respuestas constitucionales tan similares en toda la geografía monárquica española. Sobre todo en el sentido fiscal y militar —para los que, ante todo, estaban pensadas las reformas— la Monarquía se solidificó considerablemente. Sin significar ni mucho menos que para bien, el hecho fue que en los reinados de Carlos III y de su hijo la Monarquía se concibió y manejó como un espacio fiscal mucho más uniforme y el gobierno de ese espacio, consecuentemente, también se pensó de manera mucho más integral. Ello, como han mostrado diversos estudios, conllevó no sólo procesos de intención administrativa sino también de reordenamiento social. Esto fue especialmente sensible en aquellos espacios más desprotegidos por estar sometidos a una actuación más doméstica del gobierno, como los indígenas, pero no estuvo ausente en absoluto en otros como los municipales y eclesiásticos.[12]

				Que la Monarquía y sus ministros concibieran tendencialmente su espacio de dominio como un “imperio” y que se lo figuraran no pocas veces —o al menos lo desearan ver— como un sistema integral, no implicaba que lo hicieran desde una concepción igualitaria, al contrario. La integración de la Monarquía bajo forma de imperio no conllevó su conformación o ni siquiera figuración como un espacio “nacional” común. Como he tenido ocasión de exponer más detenidamente en un libro coordinado por el profesor Antonio Annino, considero que fue entonces cuando de manera más evidente se segregaron las ideas de nación e imperio.[13] En la mente de los intelectuales españoles de finales del siglo XVIII la nación se refería a la matriz de la Monarquía, la europea, y el imperio al resto, es decir, a los dominios ultramarinos del rey católico. No es solamente cosa de funcionarios y oficiales de la Monarquía: intelectuales como Jovellanos, Cadalso, Cabarrús o Foronda reprodujeron con insistencia esta dicotomía.

				El resultado de la experiencia de la imperialización de la Monarquía, por lo tanto, fue doble. Por un lado, implicó una integración mayor del espacio gigantesco que todavía se controlaba desde la corte de Madrid. Por otro, sin embargo, conllevó una agudización de las formas de dependencia. En la medida en que la Monarquía precisaba ejercer un control más estricto sobre sus centros de recaudación fiscal fue también remodelando las formas de administración de distintos espacios. La incidencia fue especialmente notable, como queda dicho, en aquellos ámbitos que se entendieron siempre vinculados de manera estrecha a la vis doméstica del rey, esto es, los indígenas. La intervención sobre cajas de comunidad en pueblos de indios produjo una desviación de sus recursos hacia objetivos imperiales al tiempo que se sofocaron manu militari las acciones de protesta por el cambio unilateral en las condiciones de dominación (situación que en el mundo andino adquirió relieve de revolución).[14] Al mismo tiempo la Monarquía se fue preocupando por redondear su dominio sobre espacios que tradicionalmente se habían escapado a su control, en un proceso de incesante “conquista” de espacios indios, como el norte de la Nueva Granada.[15]

				La dependencia fue también creciente en el extremo opuesto del escalafón social americano. Cabría decir, siguiendo la sugerencia de Walter Mignolo, que el conjunto de aquellas sociedades fue sometido a un proceso más intenso de “colonialidad”. La historiografía ha insistido mucho, como es bien sabido, en el hecho de que los criollos de las élites provinciales americanas se vieron crecientemente separados de los puestos dirigentes de la administración. Si esta exclusión se dio —más por un afán, a la postre infructuoso, de desvincular al oficial real de los intereses comunitarios— habría que verlo en todo caso en relación con la transferencia inversa, es decir, de personal criollo a puestos relevantes en la propia Península, que también ocurrió en estas décadas de imperialización. Lo importante, en mi opinión, no es tanto qué cantidad de puestos relevantes en Indias fueron ocupados por peninsulares o por americanos, sino el hecho más cultural de que se segregaran dos espacios, uno nacional y otro imperial. Como ha mostrado Carlos Garriga, el trasfondo de la querella criolla por los puestos y los honores en sus propias provincias no respondía tanto a la cantidad como a la cualidad del hecho, pues ser gobernado por otros era un síntoma más que evidente de dependencia.

				Como confesó paladinamente Joaquín Murat —el “virrey” nombrado por Napoleón para gobernar España— a los comisionados de Fernando VII que en marzo de 1808 buscaban sanción imperial a su tumultuoso acceso al trono: el emperador francés tenía decidida ya la mediatización de la Monarquía. En efecto, siguiendo el proyecto de Talleyrand de hacer desparecer la sangre borbona de los tronos europeos, Napoleón proyectó la absorción dinástica de España como parte de la conformación de su imperio del mediodía. La familia real española no se lo pudo poner más fácil, por otro lado. Las dos facciones de la corte, encabezadas por Carlos IV y su heredero, habían venido dando suficientes pruebas de plegamiento a los designios del emperador e intentaron ganarse su favor antes de conocerse, el mismo día de la firma del Tratado de Fontainebleau (1807), la conspiración urdida en el cuarto del príncipe de Asturias contra Carlos IV y Manuel de Godoy. Los meses siguientes, ya con numerosas tropas francesas ocupando relevantes plazas militares españolas, no harían sino dar nuevas facilidades al emperador galo, situación que culminaría en el motín organizado por la facción fernandina que en marzo de 1808 provocó la renuncia de Carlos IV y la proclamación de Fernando VII en los sitios reales de Aranjuez. 

				Con tales precedentes resulta menos extraño que toda la familia real haya accedido no sólo a su traslado a suelo extranjero —hecho inusitado en la historia de la Monarquía—, sino también a una completa renuncia de sus derechos dinásticos en favor de Napoleón a comienzos de mayo. Al hecho grave del desamparo del reino siguió el gravísimo de la renuncia de lo irrenunciable: la soberanía. La publicación en la Gaceta de Madrid de tales actos el 20 de mayo tenía la clara intención por parte de Bonaparte de cerrar rápidamente la crisis en clave dinástica. Allí Carlos IV, como “último acto de mi soberanía”, anunciaba haber cedido “a mi aliado y caro amigo el emperador de los franceses todos mis derechos sobre España e Indias”, ordenando a sus súbditos obedecerle como nuevo soberano.[16] Lo propio haría el príncipe de Asturias en su nombre y el de los demás infantes reales, todo ello a cambio de rentas vitalicias y posesiones cuyo pago transferiría luego el emperador a las arcas de la real hacienda española en el tratado que firmó con su hermano José para la cesión de la corona de España.[17]

				Como era habitual en la política napoleónica, el proceso de mediatización se quiso cerrar con la publicación de una constitución de factura imperial para España. Elaborada en las oficinas imperiales, corregida por el propio Napoleón y ligeramente modificada por la asamblea que reunió por designación directa en Bayona para su aprobación, la Constitución se promulgó a comienzos de julio de 1808. En la línea que mantenía el constitucionalismo de diseño imperial napoleónico desplegado por Europa, establecía una monarquía moderada por instituciones pensadas más a manera de consejos del rey que de instancias parlamentarias: un Senado vitalicio, unas Cortes estamentales y un Consejo de Estado con funciones colegisladoras. Añadía también, por vez primera en la historia de la Monarquía, presencia americana a través de una diputación propia en las Cortes. Finalmente, estaba acompañada de algunas medidas largamente añoradas por los ilustrados españoles: unificación de códigos, planta y jerarquía de tribunales con uno superior de casación; supresión de aduanas interiores; abolición de privilegios fiscales y separación de la hacienda pública y del tesoro real.[18]

				Si una parte significativa de oficiales e intelectuales españoles se adhirió a la oferta josefina —mucho más atractiva ciertamente que la fernandina de baratear sus derechos dinásticos— otra no lo hizo. La razón, como explicaron en sus memorias y recuerdos del momento varios de ellos —como el conde Toreno, Jovellanos o el poeta Manuel José Quintana—, radicó no en esa parte del programa ilustrado sino en la que afectaba de lleno a la Monarquía desde el punto de vista del ius gentium. En efecto, no sólo leían un texto que se decía hecho por orden del emperador de los franceses y que a él remitía los derechos dinásticos sino que, además, explícitamente liquidaba la presencia independiente de España en el escenario internacional mediante el artículo 124, lo que no hacía sino sancionar una larga serie de disposiciones adoptadas por Napoleón en este sentido desde la ocupación de la Monarquía.

				La Constitución de Bayona no tuvo implicaciones prácticas, sobre todo porque el propio emperador, soberano radical de España, lo decidió así tras la derrota de sus tropas en la batalla de Bailén en julio de 1808. Al tomar personalmente el mando de la situación, él mismo redujo el orden constitucional de España a unas pocas disposiciones adoptadas en los Decretos de Chamartín en diciembre de ese año. Sin embargo, ese texto tiene la relevancia de consumar la suma de dos crisis, la imperial y la monárquica, que singularizó al caso español durante las dos décadas siguientes.[19]

				La primera crisis atlántica, la británica, se originó en la parte imperial sin afectar constitucionalmente a la parte monárquica. La francesa, pocos años después, se originó en su raíz monárquica y luego se transfirió a su parte imperial con la revolución haitiana como el hecho más relevante. La portuguesa había dado un giro radical al trasladarse la monarquía al imperio en 1807, para gobernar desde la “Versalles tropical” todo el conjunto. En cambio, como se anticipó, la española combinó desde un principio ambas crisis. La imperial se había certificado en Trafalgar con el corolario de las invasiones inglesas en el Río de la Plata que culminaron el proceso de cesiones imperiales iniciado en la Paz de Basilea de 1795. Pero si ese goteo de cesiones se produjo fue porque subsistía la parte monárquica para hacerlo como sujeto del derecho de gentes. Lo que ocurrió entre octubre de 1807, con la firma del Tratado de Fontainebleau; mayo de 1808, con las cesiones irregulares de la familia real española y julio de 1808, con la aprobación de la Constitución de Bayona, fue que España dejó —o, eventualmente, dejaría de ser— un sujeto propio del derecho de gentes. En otros términos, la Monarquía española había perdido su independencia, cumpliéndose el vaticinio expresado por varios intelectuales europeos décadas atrás de que ésta debería ser sometida a tutela.[20]

				De hecho, la crisis fue tempranamente interpretada como una situación generada por la alteración napoleónica del ius pubblicum europaeum. Centinela contra franceses, escrito en 1808 por el erudito catalán Antonio de Capmany —probablemente el texto más influyente de ese año—, fue concebido como una explicación del papel de la “nación española” como restauradora de ese orden injustamente alterado por el “déspota de la Europa”.[21] La insistencia en ese punto de la numerosa folletería que salió entonces de las prensas no era gratuita. En el mismo sentido se expresó una abundante literatura europea que encontró en España una “nación de héroes” capaz de resistir dicha alteración del derecho internacional europeo.

				Fue así que aquella “nación de héroes” resistió lo que el rey y la corte consintieron contraviniendo toda la legislación fundamental de la Monarquía. El problema fue que dicha nación distaba notablemente de existir, no ya como cuerpo político sino tan siquiera como cuerpo. Lo que en la república de las letras era defendible como conjunto de glorias literarias, era invisible política y socialmente. Ya lo habían recordado intelectuales como León de Arroyal al lamentarse de la falta de una constitución del reino. Francisco Primo de Verdad y Ramos, síndico del Ayuntamiento de México en 1808, al defender la necesidad de formar una junta para enfrentar de modo conveniente la crisis, tuvo que recordar a la opositora Real Audiencia que entre el rey y los pueblos no había nada constitucionalmente hablando. No podía resumirse mejor en qué había parado la constitución de Castilla —y, por extensión de la Monarquía después de la Nueva Planta— una vez liquidada la presencia constitucional del reino. Era la imagen recogida por una literatura jurídica que el abogado Verdad y Ramos conocía bien y que fijaba en los pueblos y no en el reino los auténticos sujetos constitucionales de la Monarquía junto al rey. Lorenzo de Santayana y Bustillo, en un tratado sobre el gobierno municipal que fue muy utilizado, arrancaba estableciendo que si por derecho natural el gobierno de los pueblos pertenecía a ellos mismos, por pacto originario habían transferido al monarca una “potestad civil” y éste, aun reservándose dicha potestad, había comunicado a los ayuntamientos de los pueblos el “gobierno político”. José Agustín Ibáñez de la Rentería, al proponer la elaboración de un código municipal de la Monarquía, sintetizaba bien el resultado de esas transferencias entre pueblos y rey: “La España es una monarquía pura, cuya feliz constitución es la causa de la calma y sosiego interior que ha experimentado en estos siglos, pero contiene en su seno una infinidad de Repúblicas...”[22]

				Fue esa “infinidad de Repúblicas” la que se activó desde finales de mayo de 1808 para resistir la mediatización dinástica de la Monarquía. Lo hicieron, sin embargo, como cuerpos diferenciados, no como reino o compacto “nacional”. Las reconstrucciones más precisas del proceso de formación de juntas dan cuenta de un hecho bien significativo: allí donde quedaba memoria de una constitución territorial propia —como en la Corona de Aragón o Asturias—, la junta se vio como reproducción de un cuerpo colectivo de representación del territorio; en cambio, donde esta tradición territorial no quedaba ni como recuerdo —en Castilla, por ejemplo—, las juntas conformaron una suerte de alfoz provincial a partir del protagonismo de la capital. La Junta de Sevilla fue el caso donde esta tendencia a recrear una ciudad como centro de poder fue más acusada, pues intentó no sólo controlar otras juntas andaluzas sino extender también su “alfoz” a América titulándose Suprema de España e Indias.[23]

				El primer cuerpo “nacional” que se conformó tras la crisis de la Monarquía fue, de hecho, una creación también local. La Junta Suprema Central Gubernativa del Reino constituida en septiembre de 1808 en Aranjuez —el mismo sitio real donde Fernando había depuesto a su padre en marzo— se conformó por iniciativa de las juntas locales y se configuró como reunión senatorial de representantes de las mismas. Es necesario atender con algo más de detalle a este momento de creación de un primer cuerpo de gobierno general de la Monarquía porque, en mi opinión, ahí se encuentran algunas claves determinantes para la evolución de la crisis en las próximas décadas. 

				Después de un carteo cruzado entre varias juntas peninsulares se decidió llamar a un cuerpo colectivo “adonde todas las provincias y reinos acudan por medio de representantes”, según decía la primera convocatoria de la Junta de Murcia en junio de 1808. “Formemos un cuerpo, elijamos un Consejo”, concluía esta circular que abrió un debate entre distintas juntas en el que se impusieron finamente dos principios: en primer lugar, como resaltó la Junta de Sevilla, reconocer la desautorización de las autoridades tradicionales, como el Consejo de Castilla, por su actitud reciente de plegamiento a la voluntad imperial francesa; en segundo lugar, reconocer por “incontestable que es propio y privativo de las Juntas Supremas [es decir, las provinciales] elegir las personas” que formaran el cuerpo central. Las juntas provinciales estaban proponiendo, por tanto, crear un cuerpo central como representación de sí mismas y en las mismas condiciones constitucionales que se habían creado ellas. Esto implicaba que transferían a esa Junta Central “su fiel depósito” de la soberanía “hasta que haga entrega” del mismo al monarca. Con ello, se indicaba también una expresa limitación al no poder disponer activamente de esa soberanía ni, en consecuencia, “reformar en la parte más mínima la Constitución actual”, como recordaban las juntas de Castilla y León.[24]

				La historiografía suele recordar como hecho notorio que la Junta Central decidió también convocar a americanos a su seno, lo que abrió los primeros procesos electorales en el continente para enviar representantes a un gobierno general de la Monarquía.[25] Sin embargo, pocas veces se repara en el hecho de que esta decisión se tomó cuatro meses después de haberse formado la Central y que, cuando las juntas peninsulares debatían sobre su formación, se dio por sentado lo contrario: América era objeto pero no sujeto de gobierno. La Junta de Valencia fue especialmente cristalina en este punto al afirmar que la razón más poderosa para crear un gobierno central —además de hacerle la guerra al emperador de los franceses— “es la conservación de nuestras Américas y demás posesiones ultramarinas”. Sin un gobierno central no se sabría “cuál de las provincias dirigirá a aquellos países las órdenes y disposiciones necesarias para su gobierno, para el nombramiento y dirección de sus empleados y demás puntos indispensables para mantener su dependencia”.[26]

				En efecto, la actitud primera al crear un gobierno “nacional” de la Monarquía en el escenario de una crisis inusitada constituyó una prolongación evidente y lógica de la dinámica imperial.[27] La parte nacional se seguía entendiendo como la metropolitana, mientras la ultramarina encajaba como una colonia precisada de que alguna autoridad nacional le dirigiera órdenes y le nombrase empleados, como recordaba Valencia. Sin embargo, el 22 de enero de 1809, cuatro meses después de formada, la Junta Central emitió un sorprendente decreto en el que anunciaba a los americanos una doctrina radicalmente contraria: ya no eran consideradas colonias sino partes “esenciales” de la Monarquía. En América se acusó perfectamente recibo del cambio que este decreto implicaba en su estatuto dentro del cuerpo de la Monarquía al haber sido transferida, al menos de manera potencial, de la parte imperial a la nacional, como manifestó ejemplarmente el instructivo enviado por el cabildo de Santafé de Bogotá a su representante en ese cuerpo central. En él, su redactor, el jurista Camilo Torres, en consecuencia reclamaba idéntica representación a la gozada por las provincias peninsulares, tocando con ello el punto esencial que debía derivarse de la asombrosa declaración de enero de 1809.

				Como es sabido, ello no fue así ni en esta ocasión ni en las sucesivas en que se convocó a la formación de un cuerpo nacional. Desde el mismo momento en que se manifestó su nuevo estatuto, América fue tratada de manera diferenciada y desigual en cuanto a su representación. De hecho, todo hace sospechar que tan notable cambio en el discurso público de la autoridad central —la cual resistía la absorción imperial de la Monarquía por parte de Francia— fue forzado y no derivado de un planteamiento basado en la necesidad de igualdad. Tres hechos al menos estuvieron detrás de esta nueva actitud: el conocimiento de la constitución promulgada por Napoleón con inclusión de representación americana (también subsidiaria y diferenciada); el giro dado por el emperador personalmente a la situación militar en la Península con la toma de Madrid y la huida a Sevilla de la Junta Central, y, creo que de manera determinante, el conocimiento y aceptación por parte de la Central del “golpe de Estado” ocurrido en México en septiembre de 1808. 

				La crisis de la Monarquía se había traducido entonces en un protagonismo de los pueblos que, en la parte metropolitana y autorreconocida como “nacional” de la Monarquía, había conducido a una solución federativa en la práctica, como expresaba la Junta de Valencia. Lo que se federaba no eran estados o cuerpos políticos soberanos sino más precisamente un depósito de la soberanía, es decir, una suerte de tutela colectiva sobre un bien que debía reintegrarse a su legítimo dueño, el rey Fernando VII. Esa tutela la ejercían los pueblos y ellos, a través de sus juntas, la transfirieron en un cuerpo federal, la Junta Central. El hecho significativo es que este mismo proceso con un propósito similar se activó también en América: en México, Caracas, La Paz, Chuquisaca y luego en Bogotá, Buenos Aires y otras capitales se fueron creando juntas que reclamaron para sí el derecho a la tutela de la soberanía. Las autoridades peninsulares que condujeron el tránsito hacia una crisis constitucional (la propia Junta Central y la Regencia formada en enero de 1810) nunca reconocieron, sin embargo, en los americanos tal capacidad de tutela. La invitación a formar parte de la Junta Central implícitamente la negaba al llamar a elegir representantes no a las juntas formadas en las capitales de los reinos, como en la Península, sino a los cabildos y en forma claramente inferior en cuanto a la representatividad. Se abrían así posibilidades evidentes de una reproducción constitucional del imperialismo que se evidenciarían en Cádiz.

				EL GIRO CONSTITUCIONAL

				Aunque merodeó desde temprano ciertos discursos, la idea de que la crisis respondía no sólo a una acción despótica exterior sino también a un despotismo interior, se fue abriendo paso a medida que la situación militar empeoró en la península ibérica. Según esta interpretación, por tanto, la solución de la crisis vendría no sólo del campo militar sino también y necesariamente de la mano de una reforma constitucional de España. El 15 de abril de 1809, el diputado por Aragón en la Junta Central, Lorenzo Calvo de Rozas, hizo una propuesta formal a este cuerpo de transformar la crisis en una crisis constitucional. Se condensaba ahí un estado de opinión dentro de la propia Junta que ya había expresado Jovellanos pocos días antes. La idea medular de su concisa intervención vinculaba ahora la independencia, no a una realización únicamente en el ámbito del derecho de gentes, sino también en el del ius pubblicum interior que se debía expresar en términos constitucionales. “Debe el español saber desde ahora que no lucha tan gloriosamente con el invasor de su patria para volver a poner su independencia, tan caramente rescatada, a la libre disposición de una corte caprichosa, de un favorito ambicioso o de las cualidades personales de un soberano”. Independencia ahora debía significar también algo más que devolución al monarca del depósito de soberanía: la formación de “una Constitución bien ordenada” que corrigiera el “cúmulo de desórdenes que se introdujeron en todos los ramos de la Administración Pública”.[28]

				La toma en consideración por la Central de esta propuesta llevó a la elaboración de un decreto, fechado el 22 de mayo, que asumía la interpretación del momento como una crisis constitucional y hacía un general llamamiento a participar en su resolución por medio de la opinión pública: 

				Llegó ya el tiempo de aplicar la mano a esta grande obra y de meditar las reformas que deben hacerse en nuestra administración, asegurándolas en las leyes fundamentales de la Monarquía, que solas pueden consolidarlas, y oyendo para el acierto, como ya se anunció al público, a los sabios que quieran exponer sus opiniones.

				Conscientes los miembros de la Central de que la posibilidad que abrían con esta convocatoria superaba las facultades de un cuerpo pensado como depositario de la custodia y tutela de la soberanía regia, en el mismo decreto hacían un primer llamamiento para restablecer “la representación legal y conocida de la Monarquía en sus antiguas Cortes”. Con el fin de ir preparando sus trabajos, la Central convocaba a cuerpos y personas de la Monarquía a enviar sus opiniones sobre el modo de hacer observar y mejorar las leyes fundamentales, ordenar la hacienda, conducir la guerra, reformar la educación y determinar la “parte que deban tener las Américas en las Juntas de Cortes”. Dicho de otro modo, la Central abrió con este decreto un proceso generalizado de producción de opiniones constitucionales que recorrió buena parte de la geografía monárquica a ambos lados del Atlántico.[29]

				En América este llamamiento confluyó con otros procesos de producción de cultura y propuestas constitucionales: por un lado, los derivados de las condiciones electorales peculiares previstas por las propias autoridades metropolitanas para este continente; por otro, los que con dinámica propia comenzaron a surgir cuando, en distintos lugares de la región, se concluyó que el momento que se estaba viviendo requería de una transformación de la crisis. El resultado de estas confluencias fue la producción de un magma de cultura y propuestas constitucionales de una inusitada variedad en el Atlántico euroamericano que constituyó la materia prima con la que se trabajó a partir de entonces en un variado y activo laboratorio constitucional que funcionó a pleno rendimiento en las décadas subsiguientes.[30]

				Como se recordó antes, la convocatoria americana para la Junta Central fue tardía, estuvo inducida por los acontecimientos más que por una reflexión de fondo sobre la naturaleza de la Monarquía, y era diferente respecto de la peninsular. Del mismo modo, tanto el llamamiento para elegir diputados a las Cortes, como el reglamento para seleccionar a los suplentes en Cádiz en tanto llegaban los titulares, fueron diferentes para los americanos. En general puede decirse que si para la parte europea se previó una representación combinada de diputados de las juntas, de las ciudades de voto en Cortes y de diputados provinciales elegidos por los vecinos padres de familia, en América la representación se redujo a un modelo corporativo que tuvo en los cabildos su epicentro.[31] Esto tuvo como efecto que numerosas corporaciones municipales americanas redactaron instrucciones para los representantes tanto ante la Junta Central —aunque ninguno llegara antes de su disolución en enero de 1810— como para las Cortes. Estas instrucciones se traslaparon con el llamamiento de mayo de 1809 para opinar generalizadamente sobre asuntos constitucionales y, por otro lado, con procesos reconstituyentes propios —en expresión afortunada de Bartolomé Calvero—, que también generaron en América un notable paquete de textos relacionados con las “reformas necesarias” en la Monarquía, los cuales serían utilizados indistintamente como reclamos constitucionales por los representantes americanos ante diversas autoridades, metropolitanas o regionales.[32] No serían, por otra parte, los únicos llamamientos a opinar, pues los renovarían las propias Cortes así como las nuevas autoridades creadas tras las independencias, como fue el caso de Agustín de Iturbide.

				El resultado es una ingente masa documental que constituye el retrato más elaborado del que podemos disponer sobre la Monarquía española en su momento crepuscular en al menos dos sentidos. Por un lado, refleja las aspiraciones de distintas corporaciones, sobre todo las municipales, respecto a su ubicación en el cuerpo monárquico o en el nuevo escenario republicano (elevación de su estatus, adquisición de signos de capitalidad como obispado, universidad, tribunales, consulados, etc.) y, por otro, muestra el estado de opinión acerca de la forma en que debían reconstituirse tanto la Monarquía como sus espacios locales y regionales.

				Antes de que se crearan constituciones en el Atlántico hispano, hubo, por tanto, mucha opinión constitucional. Se trató de una opinión ante todo local pero en absoluto reducida a unas miras locales. Aquella producción —generada en torno a instrucciones, invitaciones a opinar generadas desde la Junta Central, las Cortes u otros congresos, debates políticos y constitucionales varios— abarcó tanto la promoción local y regional como el orden general de la Monarquía. Se debatió, y mucho, sobre cómo organizar correctamente un gobierno monárquico en ausencia del titular legítimo de la soberanía y sobre qué alcance dar a la “reforma” o “restablecimiento” de unas leyes fundamentales viciadas por la privanza de ministros corruptos y del despotismo ministerial desarrollado al hilo de la liquidación de la vida constitucional del reino desde el siglo XVI o el acoso permanente sobre las cabezas coronadas y sus actitudes políticas. En definitiva, se trató abundantemente sobre cómo derivar de las leyes fundamentales de la Monarquía a una sola ley fundamental que regulara de forma conveniente, y para el “buen gobierno y recta administración del Estado”, el establecimiento político.[33]

				Al haber implicado indefectiblemente a toda la extensión de la Monarquía, fue un momento también en que se replanteó su orden imperial y el debate alcanzó al estatuto respectivo de cada una de sus partes. Se analizaron diferentes posibilidades de recomposición de aquel gigantesco cuerpo sobre la base de una reconstitución de sus partes o, alternativamente, la creación de cuerpos políticos independientes, Estados por sí mismos. En todo ello, como han demostrado los estudios respectivos de Roberto Breña y Antonio Annino, no se enfrentaron tanto liberalismo y absolutismo, como reforma y tradición. Los resultados vistos desde este ángulo podrían ser muy distintos a los silogismos historiográficos habituales que tienden a hacer ecuaciones entre independencia y liberalismo, entre monarquía y absolutismo.[34]
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				CÁDIZ Y LAS FÁBULAS  DE LA HISTORIOGRAFÍA OCCIDENTAL

				GABRIEL PAQUETTE

				Johns Hopkins University

				Muchos bicentenarios han pasado sin que se les haya prestado la enorme atención que se ha concedido a Cádiz. Historias sobre imperios, sobre cuestiones jurídicas y sobre el liberalismo se intersecan con los eventos que tuvieron lugar en ese puerto atlántico hace doscientos años. La reconstrucción de lo que sucedió en Cádiz y la manera en que la Constitución que ahí se promulgó influyó sobre las trayectorias subsecuentes de Europa y América Latina es un asunto de vital importancia. 

				Este ensayo comienza examinando algunas de las razones que explican por qué las condiciones académicas y políticas están maduras para el estudio de las Cortes y de la Constitución de Cádiz, más allá de la celebración de su bicentenario. Enseguida, el ensayo aborda los motivos por los que el estudio de esta constitución pone en entredicho algunas suposiciones muy arraigadas en la historiografía occidental, en especial en la historiografía no hispánica. El ensayo concluye con la sugerencia de que la completa incorporación de los nuevos estudios sobre Cádiz y su legado revelaría que algunas de las principales narrativas de la historiografía europea y estadunidense son fábulas. A través de omisiones y distorsiones, algunos historiadores nos han legado “cuentos” sobre la historia del liberalismo, sobre el desarrollo político en las Américas y sobre el fin del Imperio español que son más notables por sus enseñanzas morales que por su apego a los hechos históricos.

				El resurgimiento del interés en Cádiz puede ser explicado porque ahí confluyeron acontecimientos que interesan, por lo menos, a cuatro tendencias historiográficas actuales. En primer lugar, los procesos transnacionales han capturado la atención de los investigadores últimamente. El movimiento de ideas, personas, materias primas, enfermedades y muchos otros elementos que conforman la historia mundial ha generado un gran interés. Las fronteras nacionales y las divisiones lingüísticas parecen ser hoy menos relevantes de lo que eran hasta hace poco. El crecimiento de la “historia atlántica” es emblemático de esta nueva tendencia que privilegia lo supranacional sobre lo nacional.[1] El estudio de Cádiz, obviamente, encaja con facilidad en esta nueva historiografía.

				En segundo lugar, encontramos un creciente interés de los historiadores en el surgimiento, desarrollo y declive de los imperios. Por supuesto, esta línea de estudio está ligada a la aparición de la historia transnacional y también al reconocimiento de que especialmente a partir del siglo XVI, en términos mundiales, buena parte de la humanidad vivió bajo el dominio de algún imperio. En los últimos años, pues, los imperios europeos atlánticos han sido sometidos a revisión y su interacción ha sido nuevamente cuestionada.[2] La desintegración de estas estructuras políticas también ha sido objeto de estudios recientes, en especial la oleada de descolonización en Asia y África durante el siglo XX.[3] Todo lo anterior ha contribuido a vigorizar el estudio de Cádiz.

				La tercera tendencia está relacionada con las dos primeras: los historiadores se han vuelto desconfiados de las periodizaciones tradicionales, de las viejas formas de dividir el pasado. En particular, hay una sensación de que organizar el pasado de acuerdo con fechas dinásticas (por ejemplo la ascensión o abdicación de los reyes) o los cambios en el derecho internacional (la fecha en que alguna independencia es reconocida diplomáticamente) es algo claramente insatisfactorio. Dicha periodización sugiere, de un modo engañoso, que los procesos históricos “comienzan” o “terminan” en fechas determinadas. Como recientemente ha argumentado Kathleen Davis, la periodización tradicional ignora la historicidad de las categorías y “requiere que retrospectivamente se colapse la diferencia entre historia y teoría de la historia, una diferencia en la que subyace siempre un alegato en cuanto al ‘aquí y ahora’ ”.[4] El estudio de Cádiz muestra cuán ambiguo y contingente fue el proceso de disolución de la monarquía hispánica atlántica y cuán necesaria es la supresión de la periodización tradicional.

				Finalmente, el trabajo de investigación sobre Cádiz ha recibido un nuevo ímpetu por el ascenso de la historia intelectual y el resurgimiento de la historia internacional, que ya no es concebida desde los estrechos parámetros de la historia diplomática.[5] La historia intelectual global —el estudio de cómo las ideas emergen y evolucionan con base en la interacción de intelectuales de diferentes partes del mundo— encuentra en Cádiz un perfecto caso de estudio.

				Si las tendencias académicas han desempeñado un rol importante en el renovado interés en los acontecimientos gaditanos, el momento político contemporáneo ha sido igualmente influyente. La primera y más evidente coyuntura es “la primavera árabe” del 2011, que significó el derrumbamiento del autoritarismo y de regímenes represivos a lo largo del Oriente Medio y del Norte de África. Protestas populares, demandas para una reforma constitucional y la introducción de instituciones representativas en una región carente de todo esto no pueden sino convocar movimientos similares del pasado reciente y lejano. 

				Un segundo factor contemporáneo que hace relevante el estudio de Cádiz es la actual crisis imperial de los Estados Unidos. El manejo de este declive y la institucionalización de mecanismos para minimizar sus efectos evocan los esfuerzos de los diputados peninsulares en Cádiz (y en Lisboa una década después). El ascenso de un mundo multipolar, simbolizado por los denominados “BRICs”, rememora el momento histórico de hace doscientos años.[6] En ese entonces las colonias eclipsaron la riqueza, la población y el dinamismo de sus metrópolis, que rechazaron aceptar un estatus disminuido. Es muy pronto para decir cuál será la respuesta de los Estados Unidos ante el cambio de las dinámicas globales, pero el momento del balance final puede no estar lejos. 

				La crisis de la Unión Europea es el tercer contexto político contemporáneo que resulta relevante para comprender la resonancia actual del tema que nos interesa. Hace doscientos años, Napoleón intentó unificar el continente y privar a los Estados integrantes de su soberanía. La resistencia a este esfuerzo empezó en la periferia europea, con España y Portugal al frente (con la ayuda de Gran Bretaña).[7] Aunque la situación es muy distinta, no es un accidente, quizás, que la resistencia actual a los esfuerzos de la Unión Europea por limitar el control de los Estados miembros sobre su gasto sea más fuerte en Grecia, España, Portugal e Italia. Si las presiones ejercidas por los países del centro y norte de Europa sobre los del sur inspirarán, como lo hicieron en Cádiz, un nuevo lenguaje político radical y proyectos políticos novedosos, es algo que está por verse. 

				El cuarto y último contexto contemporáneo que pone de relieve a Cádiz es la aceleración de la globalización. Este fenómeno no es, por supuesto, algo sin precedentes. Eminentes historiadores se han referido a los años de 1750-1850 como un momento similar, un “periodo a caballo” (Sattelzeit diría Koselleck), en el que la velocidad del cambio de la historia mundial aumentó notablemente.[8] Cádiz se sitúa en el centro de este primer periodo de grandes transformaciones. No es de sorprender que los historiadores de hoy, al vivir en el centro de un segundo periodo de muchos cambios, decidan revisitar episodios tan pertinentes para ellos.

				A pesar de todos los factores que impulsan a la reflexión —y quizás a la celebración— de Cádiz, existen fuerzas que intentan evitar la completa apreciación del periodo, así como su incorporación a una nueva historia revisionista del siglo XIX. Esta manera de expresarlo pareciera sugerir que hay una conspiración para excluir a Cádiz. Por supuesto que no la hay, pero es muy probable que el estudio que merece esta época de la historia hispánica provoque una reacción en cadena, pues pondría en entredicho suposiciones fundamentales de la historiografía occidental. La amenaza principal que representa Cádiz parte del muy arraigado prejuicio en contra de la historia intelectual hispánica y en contra del papel que los textos en español tienen en la historia intelectual de Occidente, en especial entre los historiadores ingleses, franceses y alemanes. 

				En particular, hay ideas firmemente establecidas desde hace mucho sobre naciones “líderes” y naciones “seguidoras”, es decir, sobre la difusión de ideas del norte y oeste europeo (principalmente protestante) hacia la “periferia” atlántica (principalmente “latina” y católica), y el surgimiento de la “modernidad” política a partir de una sola fuente, un único modelo del que muchos países “se desviaron” y que son juzgados con base en estas desviaciones.[9] Por eso el significado y la historia del liberalismo están en juego cuando se discute o no sobre los acontecimientos gaditanos. En el proyecto Iberconceptos y en su propia investigación, Javier Fernández Sebastián ha enfatizado la necesidad de reconocer “múltiples modernidades [políticas]”, alternando también con mayor número de posibilidades para reconocer nuevas formas modernas de política, no necesariamente “derivadas” de manera tardía, frustrada o incompleta sólo de modelos británicos, estadunidenses, franceses o alemanes.[10] 

				Los Diccionarios de Fernández Sebastián son una afirmación desafiante de la riqueza, profundidad, alcance, sofisticación y originalidad de la vida intelectual ibérica e iberoamericana durante el periodo generalmente conocido como la “era de las revoluciones” (de la cual se hablará más adelante en este ensayo).[11] Proyectos como Iberconceptos son, para los historiadores formados en universidades anglosajonas, un intento polémico por reparar el desequilibrio de las representaciones poco halagadoras del pensamiento político del sur europeo y latinoamericano, al que han condenado de manera errónea y arrogante como algo “anquilosado”, “retrógrado” y “carente de originalidad”, entre otros epítetos.[12] 

				Si revisamos la historia del liberalismo y utilizamos a Cádiz como nuestro arsenal argumentativo, surge un retrato diferente, mucho más complejo. Como resultado, la historia del liberalismo tendría que ser reescrita.[13] Los historiadores clásicos del liberalismo, como Guido de Ruggiero y Harold Laski, no mencionaron a Cádiz, a la Constitución de 1812, al Trienio Liberal o al republicanismo y el liberalismo latinoamericanos. Además de la conocida influencia de la constitución estadunidense de 1787 en los debates constitucionales franceses de la década de 1790, la presencia de América en el desarrollo político e ideológico global de Occidente fue completamente relegada.[14] La inclusión de Cádiz, donde ocurrió una genuina colaboración y confrontación transatlántica, hubiera significado cometer una herejía aún mayor: la de concebir a América y a Europa como participantes en procesos multicéntricos y multicontinentales.

				Los historiadores contemporáneos del liberalismo, al menos entre los anglófonos y los francófonos, no lo han hecho de manera diferente.[15] Estudios recientes sobre el liberalismo occidental no se han “hispanizado”. La manera en que esta influencia fue descartada es un tema demasiado amplio para este ensayo, pero basta decir que el liberalismo y el republicanismo español e hispanoamericano, las revoluciones hispanoamericanas y el liberalismo español en el exilio (1814-1820 y 1823-1833) ejercieron una enorme atracción sobre la imaginación política británica. Samuel Coleridge aseveró que “no fue hasta la insurrección española que los ingleses de todos los partidos recurrieron, en masa, a los viejos principios ingleses y hablaron de sus Hampdens, Sidneys y sus Miltons con el entusiasmo de antaño”.[16] 

				Algunos han argumentado que los nuevos usos de la palabra inglesa liberal son atribuibles a la influencia de y a la solidaridad con los “liberales” de España. Al igual que con la lucha coetánea en Grecia en contra del yugo otomano, América Latina ejerció una enorme atracción como un lugar en el que era posible cumplir lo que para muchos eran sueños diferidos de libertad. Para ellos, Europa estaba exhausta por la guerra, corrompida y corroída por la sociedad comercial y sujeta de manera letárgica a la monarquía.[17] Lord Byron, que nombró a su barco El Bolívar, vinculó explícitamente las causas griega e hispanoamericana en su poema “La Edad de Bronce” (1823).[18] 

				Esta influencia no se confinaba a la metrópoli. Tanto en la India británica como en el Goa portugués, el impacto de las revoluciones ibéricas fue inmenso y la recepción de la Constitución de Cádiz en particular ejerció una influencia importante en el desarrollo del liberalismo en la India.[19] Los liberales del sur de Europa también reconocieron la influencia de las revoluciones hispanoamericanas en su pensamiento y sus proyectos políticos. El poeta y político portugués Almeida Garrett, por ejemplo, llegaría incluso a decir que las revoluciones liberales en Europa de principios de la década de 1820 —en Nápoles, Grecia, Piamonte y la península ibérica— habían recibido el ejemplo y el impulso de la libertad de América.[20] Los exiliados liberales italianos trajeron consigo ideas y programas del tiempo de su destierro, que proveyeron las bases del Risorgimento a mediados de la centuria. Fascinados por el federalismo mexicano, creyeron que la creación de repúblicas en el Nuevo Mundo era el primer paso para la creación de un orden global federal.[21] Muchos otros ejemplos pueden ser citados, pero todos nos llevarían a la misma conclusión: un relato adecuado del desarrollo histórico del liberalismo no puede olvidar las contribuciones del mundo iberoatlántico.

				Cádiz, concebido de esta manera como una rica, independiente y nunca incorporada veta de historia política intelectual, representa un evidente desafío a varias de las narrativas imperantes en la historiografía de los Estados Unidos y de Europa occidental. Revisar estas narrativas con el ingrediente gaditano serviría para revelar su verdadero estatus y desenmascararlas como fábulas. Hay tres relatos que responden a esta característica de ser más lecciones morales que descripciones o análisis de un fenómeno histórico: la “era de las revoluciones atlánticas”; la historia del continente americano con los Estados Unidos como su centro (“el excepcionalismo americano”) y la historia política de la Europa del siglo XIX.

				En su estudio pionero, Robert R. Palmer describió el periodo que comienza en la década de 1770 como una “era de revolución”. Su libro en dos volúmenes The Age of Democratic Revolution: A Political History of Europe and America, 1760-1800 (1959-1964) fue quizás el esfuerzo más ambicioso en inglés por definir esta era como una entidad coherente, marcada por la liberación política de lo que él consideraba una “civilización atlántica” unitaria. Como Palmer lo estipulaba “la idea principal parecía ser una demanda de autodeterminación, un sentido de autonomía de la personalidad, una renuencia a aceptar normas que estaban fuera de uno mismo”.[22] En la concepción de este autor, se trataba de un asalto sostenido contra los privilegios y las instituciones políticas aristocráticas del Antiguo Régimen por aquéllos equipados con ideas democráticas. Al mismo tiempo que proclamaba la universalidad, el estudio de Palmer se centraba en buena medida en las revoluciones estadunidense y francesa, sin incluir a la haitiana y a las hispanoamericanas. En su opinión, las revoluciones subsiguientes a las de 1776 y 1789 fueron solamente derivativas de estos precedentes noratlánticos. Esto es un ejemplo más de la difusión unilateral de ideas políticas, ambiciones e instituciones del centro a la periferia, así como de naciones “líderes” y naciones “seguidoras” en la búsqueda de una concepción unitaria de la política. Desde 1800, todas las revoluciones en Europa, América Latina, Asia y África —planteaba Palmer— “han aprendido de la revolución de la civilización occidental del siglo XVIII”.[23] 
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